
En definitiva, la sentencia conlleva una nueva interpretación del Texto Refundido de la Ley reguladora de 
las haciendas locales, con ocasión de una cuestión de inconstitucionalidad planteada por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 32 de Madrid, respecto de los artículos 107 y 108 del texto refundido de 
la mencionada Ley, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en los que se contiene 
parte del régimen jurídico del Impuesto.

A la luz de los principios incluidos en el Artículo 31 de la Constitución, aplicables al sistema tributario, 
como el principio de capacidad económica y el de prohibición de confiscatoriedad, conforme a la doctrina ya 
establecida del propio TC, comportaría la inconstitucionalidad de la regulación del Impuesto, en aquellos casos 
en los que la cuota a satisfacer supere el incremento patrimonial realmente obtenido por el contribuyente. 

1.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.1.2.1. Administraciones Tributarias

1.1.2.1.1. Impuestos cedidos a la Junta de Andalucía

El régimen jurídico de los tributos cedidos se establece en la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de Septiembre 
de Financiación de las Comunidades Autónomas; en el Estatuto de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
aprobado por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo y, en la Ley 18/2010, de 16 de julio, del régimen de 
cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía y de fijación del alcance y condiciones 
de dicha cesión, así como en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de Régimen Común y Ciudades con Estatuto de Autonomía 
y se modifican determinadas normas tributarias. 

En años anteriores, se ha ido produciendo la modificación del régimen jurídico del Impuesto de Sucesiones 
y Donaciones (ISD), en aplicación de las medidas normativas adoptadas en materia de política fiscal. Así, 
el Decreto-Ley 4/2016, de 26 de julio, de medidas urgentes relativas al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones (BOJA 1 de agosto de 2016, número 146); como el Decreto Legislativo 1/2018, de 19 de junio, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en materia de tributos cedidos; y el Decreto-ley 1/2019, de 9 de abril, por el que se modificaba 
el anteriormente indicado texto refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en materia de tributos cedidos. 

Relacionados con los impuestos cedidos a la Junta de Andalucía, los asuntos tramitados en 2019, 
provenientes del 2018, se refieren a cuestiones meramente formales o procedimentales, no sustanciales. 
En el ejercicio 2019, se ha producido una caída significativa en el número de quejas concernientes a los 
Impuestos cedidos a la Administración Autonómica, afectando las presentadas a alegaciones, disconformidad 
y reclamaciones contra liquidaciones por el referido impuesto de Sucesiones y Donaciones (quejas 19/0905; 
19/3650 y 19/6589). 

Así, la queja 18/4132, en la que la interesada nos exponía que el día 26 de febrero de 2018 presentó 
escrito en el Registro de la Consejería de Hacienda y Administración Pública solicitando copia de expediente 
tramitado por el Impuesto de Sucesiones manifestando que, tras diversas vicisitudes de tramitación, al día 
de la fecha de su queja, y transcurridos más de cinco meses no se le había facilitado la documentación e 
información que solicitó ni respuesta alguna. 

Admitida a tramite la queja, interesamos informe a la Agencia Tributaria de Andalucía, que nos contestó:

“La Gerencia de Provincial de la Agencia Tributaria de Andalucía en Sevilla dio traslado de la petición a 
la Oficina Liquidadora de Valverde del Camino, al ser competente para liquidar el Impuesto, tal y como 
consta en diligencia del Jefe de Sección de Sucesiones y Donaciones de fecha 5 de abril de 2018, (...).

Recibida la petición en la Oficina Liquidadora de Valverde del Camino y localizado el expediente, se intentó 
contactar por vía telefónica con la interesada, siendo imposible la gestión. Por ello, la Oficina Liquidadora 
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de Valverde del Camino remitió por correo certificado al domicilio de la interesada, copia de la declaración 
de bienes presentada el 5 de abril de 2000, (...)” 

Con la información requerida y roto el silencio, que refería la interesada en su queja, a consecuencia de 
nuestra intervención, y considerando que la actuación administrativa, no había vulnerado su derecho de 
acceso al expediente -conforme a lo consignado en el artículo 105 de la Constitución Española- procedimos 
al cierre.

Otra cuestión, fue la tratada en la queja 19/0905, en la que por el interesado en nombre de sus hermanos 
y hermanas y en su condición de herederos/as en la provincia de Granada, nos exponía que habían enviado 
varios escritos a la Agencia Tributaria de Andalucía, referidos a la ampliación de plazo en la liquidación del 
impuesto de sucesiones, sin que se les haya contestado, argumentando en el referido escrito registrado el 
29 de enero de 2019, estar en “completo desamparo institucional y de la administración púbica”. Según 
manifestaban, a la fecha de su queja, no habían recibido respuesta por parte de los órganos de la Agencia 
Tributaria de Andalucía. 

Admitida a trámite la queja, para determinar si se había producido el silencio administrativo denunciado 
y una vez solicitado el informe a la Agencia Tributaria autonómica, por la misma se nos contestó: 

“De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto 31/2013, de 26 de febrero, por el que se regula 
la Oficina para la Defensa del Contribuyente y el Régimen Jurídico de las quejas y sugerencias que se 
formulen en relación con el funcionamiento de la Administración tributaria de la Junta de Andalucía el 
órgano competente para recibir y tramitar la quejas relacionadas con el funcionamiento de los órganos 
que conforman la administración tributaria de la Junta de Andalucía es la Oficina para la Defensa del 
Contribuyente, que está integrada en la Dirección General competente en materia de tributos de la 
Consejería competente en materia de Hacienda.

Dicha queja tiene entrada en el registro de la Consejería de Hacienda, Industria y Energía el 1 de marzo 
de 2019 y la Oficina para la Defensa del Contribuyente solicitó informe a la Gerencia Provincial de Granada 
de la Agencia Tributaria de Andalucía el 12 de marzo de 2019 y a los servicios centrales de la Agencia el 
26 de marzo de 2019.

El 13 de marzo de 2019 la Gerencia Provincial de Granada envía a la Oficina para la Defensa del 
Contribuyente el informe solicitado el día anterior y el 29 de marzo de 2019 se envía desde servicios 
centrales el informe solicitado el día 26 a la Agencia.

De acuerdo a lo establecido en el articulo 11.2 del Decreto 31/2013, es la Oficina para la Defensa del 
Contribuyente la que debe elaborar y notificar la respuesta a las personas interesadas, a la Dirección de 
la Agencia Tributaria de Andalucía, así como al órgano responsable del servicio administrativo tributario 
afectado por la queja en el plazo máximo de dos meses, contados a partir del día siguiente al de entrada 
de la queja en el Registro General de la Consejería competente en materia de Hacienda o en el Registro 
Telemático Tributario.

El 12 de abril de 2019 la Oficina para la Defensa del Contribuyente ha notificado a la Dirección de la 
Agencia Tributaria de Andalucía la respuesta a la queja formulada por D…...”

Tras la recepción archivamos la queja, pues consideramos que la Agencia Tributaria había cumplido los 
trámites procedimentales establecidos en la normativa de aplicación a las quejas y sugerencias ante la 
Oficina de Defensa para el Contribuyente. 

Por contra en el expediente de la queja 19/3650, sí tratamos una cuestión sustancial, cual fue una solicitud 
de fraccionamiento para el pago de liquidaciones en período ejecutivo por el Impuesto de Sucesiones, 
devengado en el año 2012, solicitud que el interesado presentó en la Gerencia Provincial de la Agencia 
Tributaria de Almería, el 8 de julio de 2019, sin haber recibido respuesta a la fecha de su escrito de queja, 
por cuanto consideraba se había producido demora en la respuesta. 

Admitida la queja y solicitado el informe correspondiente, la Agencia referida nos contestaba:
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“...Tras la tramitación del correspondiente procedimiento, en fecha 5 de agosto de 2019 el Gerente 
Provincial de Almería de la Agencia Tributaria de Andalucía, dicta Resolución concediendo al interesado 
el fraccionamiento en los términos planteados en su solicitud, es decir, 61 plazos, con fecha del primer 
vencimiento el 10 de septiembre de 2019 y fecha del último plazo el 9 de septiembre de 2024.

La Resolución anterior se intenta notificar, sin éxito, en el domicilio señalado por el interesado en su 
solicitud, mediante carta certificada con acuse de recibo, por el procedimiento señalado en los artículos 
109 y siguientes de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Finalmente la notificación se 
practica por comparecencia del interesado en la Gerencia provincial, el día 25 de septiembre de 2019...”

Acreditando la Administración tributaria el cumplimiento del plazo de resolución y, que la notificación no 
se pudo realizar sino por comparecencia del interesado en la sede administrativa, tras intento fallido en su 
domicilio por ausencia del mismo, procedimos al cierre de la queja 19/3650.

1.1.2.1.2. Tributos Locales

1.1.2.1.2.1. Gestión de Tributos locales; bonificaciones beneficios y exenciones en las Ordenanzas 
Fiscales municipales.

Durante el pasado ejercicio, las quejas que hemos recibido en materia de imposición municipal obligatoria, 
esto es, Impuesto sobre bienes inmuebles (IBI), impuesto sobre vehículos de tracción mecánica (IVTM) e 
impuesto sobre actividades económicas (IAE), se han limitado a las dos primeras figuras impositivas.

Hemos continuado recibiendo numerosos expedientes de queja sobre cuestiones vinculadas a la gestión, 
siempre compleja de la revisión de valores catastrales en los recibos por el “Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles”; expedientes en los que intervienen, de un lado el municipio en el que esté radicado el bien 
inmueble en cuestión, de otro la Gerencia Territorial del Catastro competente por razón del lugar y, en los 
casos de delegación de gestión y/o de recaudación, la Agencia, u Organismo provincial competente.

En 2019 tuvimos ocasión de tratar las revisiones catastrales de recibos expedidos por los municipios en 
concepto de IBI, gestionados o recaudados por las Agencias provinciales recaudatorias. 

Así, la queja 18/3453 promovida a través de una asociación de consumidores, como consecuencia de 
un procedimiento simplificado de valoración colectiva en el año 2016, en el municipio malagueño de Coín 
(actuando por delegación el Patronato de Recaudación Provincial), a raíz del cual se notificó a la propietaria 
el valor catastral individualizado de los bienes inmuebles de su propiedad, siendo la fecha prevista de 
aplicación de la modificación a partir del 1 de enero de 2015. En concreto, se produjo en el procedimiento 
de valoración colectiva un cambio del uso otorgado a los inmuebles, que pasaron de ser clasificados como 
suelo urbano con uso industrial, a suelo rústico.

Dado que en aquel momento la reclamante ya había abonado el impuesto de bienes inmuebles conforme 
a la clasificación anterior, siendo la cantidad abonada mayor a la que correspondía, por medio de escrito 
de 25 de octubre de 2016 solicitó el reintegro de los ingresos indebidamente abonados; sin que hubiere 
recibido – a la fecha de presentación de su queja- respuesta alguna. 

Formulada nuestra petición de informe y reiterada la misma en varias ocasiones sin respuesta, el 18 de 
marzo de 2019 efectuamos Resolución, conteniendo Recordatorio del deber de resolver expresamente y 
Recomendación, en el sentido de que se notificara la resolución administrativa recaída a la parte interesada. 

En respuesta a la Resolución indicada, el Patronato nos respondió:

“...En fecha 22 de marzo de 2019 (registro salida nº. 8330/2019) se remitió por parte de esta Agencia 
comunicación a la Sra. (...), actualmente en trámite de notificación, informando que: Comprobado el 
Acuerdo de la Gerencia Territorial del Catastro de Málaga de fecha 26 de febrero 2016 en procedimiento 
simplificado de valoración colectiva, Expediente núm. (...), por el que se modifica la descripción catastral 
de los inmuebles de referencia, dichas modificaciones fueron incorporadas en padrón 2015, fecha del efecto 
del referido acuerdo, por lo que NO procede devolución de ingresos ya que las liquidaciones recurridas son 
conformes a las valoraciones establecidas para cada uno de los inmuebles en dicho acuerdo.”
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